PROYECTO DE COMUNICACION 

LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SANTA FE vería con agrado que el Poder Ejecutivo Provincial, gestione ante el Gobierno Nacional la ampliación del beneficio establecido por el Decreto 1387/01 y modificatorios, y las Comunicaciones del Banco Central de la República Argentina dictadas a dicho efecto, a la totalidad de los deudores del sistema financiero, cualquiera sea su situación.

Señor Presidente:

El Poder Ejecutivo Nacional ha dictado una serie de Decretos en los cuales se prevé la posibilidad de la cancelación de deudas bancarias con títulos públicos, fijando una clara discriminación entre los distintos niveles de deudores. Mientras, por una parte, se establece que las instituciones bancarias necesariamente deberán aceptar la cancelación de quienes se encuentren en situación 3,4,5 y 6, paralelamente, por la otra, se establece que para el resto de los deudores –esto es situación 1 y 2- la posibilidad de la cancelación depende de la voluntad del banco acreedor. 

A los efectos de profundizar el análisis efectúo una pequeña reseña de las normas emitidas.

El Decreto 1387/2001, de fecha  1/11/2001, en su  Art.39º establece que los deudores del Sistema Financiero que, a la fecha de publicación del citado decreto, no registren deudas fiscales exigibles ni determinadas al 30 de Setiembre de 2001 con la Administración Federal de Ingresos Públicos, según certificación extendida al efecto, y que se encuentren en situación 3, 4, 5, ó 6 de conformidad a la normativa del Banco Central de la República Argentina, tendrán derecho a cancelar sus deudas bancarias con plenos efectos liberatorios, cualquiera que fuere la entidad acreedora, mediante la dación en pago de Títulos Públicos de la Deuda Pública Nacional a su valor técnico, que las entidades financiera podrán convertir en Préstamos Garantizados o Bonos Nacionales Garantizados, en los términos del Decreto.

El Decreto 1524/2001 de Saneamiento y capitalización, reglamenta aspectos del Decreto 1387/01 y en su artículo 12 establece que: La inexistencia de deudas fiscales exigibles ni determinadas al 30 de septiembre de 2001, inclusive, a los efectos de los Artículos 31 y 39 del Decreto Nº 1387/01 y sus modificaciones se acreditará en todos los casos cuando el contribuyente no registre ante la Administración Federal de Ingresos Públicos al tiempo de expedirse la certificación— deudas fiscales líquidas y exigibles hasta el 30 de septiembre de 2001, inclusive y faculta a la Administración Federal de Ingresos Públicos, a establecer las condiciones, formas, plazos y períodos para la expedición de los certificados pertinentes.

El mismo decreto en su Art. 18 fijó que a los efectos de los artículos 30 inciso a) y 39 del Decreto Nº 1387/01 y sus modificaciones, podrán cancelarse las deudas ante entidades financieras y fideicomisos financieros sujetos a la supervisión del Banco Central de la República Argentina, conforme la calificación incluida en la Central de Deudores del Sistema Financiero de dicha institución correspondiente al mes de agosto de 2001, alcanzando la totalidad de los montos adeudados a la fecha de publicación en el Boletín Oficial del citado decreto con más los accesorios hasta su efectiva cancelación; y en su Art. 19 que el pago con títulos a que se refiere el artículo precedente, podrá hacerse a partir de la acreditación del inicio del trámite ante la Administracion Federal de Ingresos Públicos, sujeto a condición resolutoria para quien no acredite ante su acreedor el cumplimiento de las condiciones previstas en el Decreto Nº 1387/01 y sus modificaciones, dentro de un plazo de ciento ochenta (180) días corridos contados desde la fecha de la entrega de los títulos al acreedor, salvo que dicho plazo se hubiere excedido por el normal cumplimiento de los trámites ante la autoridad que deba intervenir, en tanto no resulten imputables al deudor.

Con posterioridad el Decreto 1570/2001 estableció reglas a las que ajustarán sus operatorias las entidades sujetas a la Superintendencia de Entidades Financieras y Cambiarias del Banco Central de la República Argentina, y en su Art. 6º fijó que los deudores que se encuentren en situación 3 de conformidad a la normativa del Banco Central de la República Argentina deberán requerir la previa conformidad de la entidad acreedora para la realización de las operaciones de cancelación previstas en los artículos 30 inciso a) y 39 del Decreto Nº 1387/01. De igual posibilidad gozarán los deudores calificados en situación 1 y 2, siempre que cuenten con la previa conformidad de la entidad acreedora.

El Banco Central de la República Argentina, mediante la Comunicación “A” 3398, del 14/12/2001, entre otras cosas estableció que los deudores de entidades financieras y de fideicomisos financieros comprendidos en la Ley 21.526 y complementarias, clasificados en situación 1, 2, 3, 4, ó 5 a agosto de 2001, siempre que no registren deudas fiscales exigibles ni determinadas al 30-9-01 con la Administración Federal de Ingresos Públicos y teniendo en cuenta lo previsto en el punto 4 de la presente resolución, podrán cancelar total o parcialmente hasta el 28.2.02 las deudas que registren al 2.11.01 con más los accesorios hasta su efectiva cancelación Los clientes clasificados en  situación 1, 2, ó 3, deberán requerir la previa conformidad del acreedor para cancelar sus deudas.

En la presente comunicación,  no se define una lista de títulos elegibles para ser aplicados a la cancelación de las obligaciones en los casos de los deudores clasificados en categoría 3, como se preveía en el decreto 1524/01, atento que tanto esos clientes como los comprendidos en las categorías 1 y 2 deberán requerir la previa conformidad del acreedor.

La Banco Central de la República Argentina, de fecha 28/02/02, prorrogó hasta el 31.3.02, el plazo para que los deudores mencionados en los puntos 1 y 2 de la Comunicación “A” 3398 puedan cancelar total o parcialmente las deudas que registren  al 2.11.01 con más los accesorios hasta su efectiva cancelación , mediante la entrega de títulos valores públicos nacionales. 

Del análisis de las normas citadas, surge claramente una discriminación entre las distintas categorías de deudores. Si bien se reconoce la necesidad de apoyar a quienes están en una situación financiera crítica, debe  incorporarse a aquellos que en muchos casos hacen un  gran esfuerzo para cancelar sus obligaciones bancarias manteniéndose en niveles normales y que de no modificarse lo establecido quedan excluídos del beneficio, castigándose una vez más quienes cumplen.

Por lo expuesto es menester que el Poder Ejecutivo Nacional amplíe el beneficio para cancelar deudas bancarias con bonos  públicos, para todos los deudores del sistema financiero, razón por la cual solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto. 

